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Ciudad de México, a 04 de octubre de 2022. 
 
Dip. Fausto Manuel Zamorano Esparza 
Presidente de la Mesa Directiva del  
Congreso de la Ciudad de México, II Legislatura 
P r e s e n t e 
 
La que suscribe, Diputada Yuriri Ayala Zúñiga, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido MORENA en la II Legislatura del Congreso de la Ciudad de México, con 
fundamento en el artículo 30, numeral 1, inciso b), de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; 4, fracción XXI, y 12, fracción II, de la Ley Orgánica del Congreso 
de la Ciudad de México; 95, fracción II, y 96 del Reglamento del Congreso de la 
Ciudad de México, someto a consideración de esta soberanía la iniciativa con 
proyecto de decreto por la que se adicionan tres fracciones al artículo 18 del 
Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, 
de conformidad con la siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

I. Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda resolver y la 
solución que se propone. 

 
I.1 El “derecho de conocer” o “derecho humano a la información” implica la 
materialización de tres dimensiones:  
 
a) El derecho de hacerse allegar de información pública por medio del libre acceso 
a los archivos y documentos públicos o en poder de la administración pública;  
b) El derecho a informar, por medio del ejercicio de las libertades de expresión, de 
imprenta y de asociación; y  
c) El derecho a ser informado de manera objetiva, oportuna y completa, sin 
exclusiones ni limitaciones.  
 
Asimismo, es claro que debe ser el Estado el ente encargado de garantizar la 
materialización del derecho a la información en sus tres dimensiones, no solamente 
desde una perspectiva pasiva o no intromisoria, sino desde un papel activo, es decir, 
estableciendo los mecanismos tecnológicos, informativos, documentales y 
comunicacionales, así como de proveer de las óptimas condiciones para que este 
derecho sea ejercido a plenitud. Se trata de un derecho que debe ser objeto de 
tutela y observancia de la acción pública, es decir, por el gobierno y los órganos del 
Estado.  
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Cuando el Estado es poseedor y conoce de información que repercute en la vida 
del ciudadano, tiene como ineludible obligación ponerla a su disposición, en este 
sentido, la información en posesión del Estado debe regirse bajo las siguientes 
reglas:  
 
1. Toda la información que posee el Estado es, por principio de cuentas, pública;  
2. La información reservada constituye la excepción y no la regla;  
3. La interpretación de la ley debe guiarse bajo el principio “pro transparencia”; y  
4. La entrega de la información no está condicionada a que se motive o justifique su 
uso por lo que el particular no requiere demostrar interés alguno. 
 
Acceder al conocimiento público mejora la calidad de vida de las personas, una 
sociedad nunca podrá avanzar si no dispone de la información necesaria para 
hacerlo, de ahí que sea tan importante para las personas, colectivos y países el 
derecho de acceso a la información.  
 
Las sociedades quieren transparencia en sus gobiernos, quieren poder acceder a 
la información para saber, aprender y sobre todo para tomar decisiones 
debidamente documentadas, y quieren acceder a la información porque persiguen 
el desarrollo social, cultural, económico y político que necesitan. En definitiva, el 
acceso a la información es una necesidad social que no se puede impedir.  
 
I.2 En el caso de materias tan complejas como el derecho penal, existen algunas 
restricciones al derecho de acceso a la información, particularmente cuando se trata 
de los sujetos que se involucran en el proceso, a fin de salvaguardar la identidad de 
víctimas y ofendidos por un lado y la presunción de inocencia, juicio previo y debido 
proceso.  
 
En los supuestos que se abordan en la presente iniciativa, mientras no haya una 
sentencia en firme por parte del órgano jurisdiccional, la presunción de inocencia 
prevalecerá en todas las etapas del proceso penal.  
 
En este orden de ideas, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación emitió un criterio aplicable al caso concreto y que es de gran utilidad para 
dirimir una supuesta controversia entre el principio de máxima publicidad que 
conlleva el derecho a la información versus la máxima que conforma el debido 
proceso; el máximo tribunal constitucional refiere que, de conformidad con lo que 
establece el artículo 6o., Apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el Estado debe actuar con base en el principio de 
máxima publicidad de la información en poder de cualquier autoridad, sin embargo, 
el derecho a la información con este alcance no es absoluto pues se debe proteger 
y garantizar el derecho a la privacidad de cualquier persona por lo que, en caso de 
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un conflicto entre estos derechos, debe ser la autoridad quien pondere cuál de ellos 
prevalece.  
 
Para ello, afirma la Corte, la propia autoridad deberá considerar las actividades o 
actuaciones de los sujetos involucrados, así como la relevancia pública o el interés 
general que la información en cuestión tenga para la sociedad.  
 
Así, con el anterior criterio quedan claros los límites para el ejercicio del derecho a 
la información en materia penal y verbigracia los “límites a esos límites”, 
estableciendo el máximo tribunal de la nación las siguientes condiciones:  
 
a) Que, en la pretensión de ejercer el derecho a la información se garantice la 
presunción de inocencia, es decir, durante el periodo procesal en el que al sujeto o 
sujetos activos todavía no les es comprobada su culpabilidad y establecida una 
sanción penal;  
b) Que, en la misma pretensión de ejercer el derecho a la información, queda en 
potestad de la autoridad la decisión valorando las actividades de los sujetos 
involucrados; la relevancia pública de la información; y el interés general que la 
información tenga para la sociedad.  
 
De esta manera, quedan debidamente establecidos los límites a las restricciones al 
derecho a la información en materia penal, a fin de estar en posibilidades de 
establecer medidas contundentes que permitan hacer del conocimiento de la 
sociedad, por tratarse de un asunto de interés general y de relevancia pública si 
alguna persona candidata a cargo de elección popular se encuentra en alguno de 
los siguientes supuestos: contar con antecedentes ni registros de condena por 
conductas infractoras de violencia familiar y/o doméstica, delitos sexuales y/o 
morosidad alimentaria 
 
I.3 Ahora bien, la violencia contra las mujeres en nuestro país es un fenómeno que 
ha lacerado el tejido social, limitando o anulando el ejercicio pleno de los derechos 
humanos y libertades fundamentales de mujeres, jóvenes y niñas, quienes de 
manera recurrente son víctimas de violencia en todos sus tipos y manifestaciones, 
atentando contra su dignidad, libertad y vida. 
 
Las violencias contra las mujeres se encuentran ancladas en un constructo social 
estructural, en el que los roles y estereotipos de género sitúan a las mujeres en 
posiciones de subordinación, discriminación y desigualdad; naturalizando y 
normalizando procesos y conductas violentas, que atentan contra el ejercicio pleno 
de sus derechos humanos, su dignidad y ejercicio de su ciudadanía.  
 
La gravedad, alcances e impacto de las diversas manifestaciones de violencia sobre 
las mujeres lastima el tejido social propiciando y reproduciendo conductas que 
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dañan y limitan el desarrollo de la sociedad. En atención a ello ha sido necesario 
diseñar estrategias para erradicar dichas violencias. Reconocer la existencia de 
este fenómeno social en toda su magnitud, es fundamental para prevenir y atender 
toda manifestación de violencia, visibilizando las diferentes dimensiones de estas 
conductas tanto aquellas que se presentan en el espacio privado, como las que se 
ejercen en el espacio público. 
 
En el ámbito electoral se han emprendido acciones para erradicar la violencia contra 
las mujeres, entre las más importantes se encuentran la elaboración del Protocolo 
para Atender la Violencia Política Contra las Mujeres (2016) y la modificación al 
Reglamento de Quejas y Denuncias del INE para incorporar el concepto de violencia 
política contra las mujeres por razón de género (2017).  
 
Si bien estas medidas, contribuyeron en su oportunidad a atender la violencia que 
enfrentaban las mujeres en contexto político electoral, las medidas resultaban 
insuficientes y carentes de mecanismos fortalecidos en materia legislativa.  
 
El 13 de abril del 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto 
por el que se reforman seis leyes generales y dos leyes orgánicas para prevenir, 
atender, sancionar, reparar y erradicar la violencia política contra las mujeres en 
razón de género. Esta reforma representó un hito normativo, sentando las bases 
para el diseño e instrumentación de procesos, estrategias y acciones tendientes a 
garantizar el acceso de las mujeres al espacio político libre de violencia. En este 
contexto, se mandata al Instituto Nacional Electora (INE), entre otras, a vigilar que 
las actividades de los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas 
nacionales se desarrollen con apego a las disposiciones emanadas de dicha 
reforma en el marco de sus competencias y atribuciones, a ello, se suma la atención 
a los lineamientos emitidos por el Consejo General para que los partidos políticos 
prevengan, atiendan y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón 
de género 
 
I.4 De igual manera, el pasado 20 de octubre de 2017, los entonces nueve Partidos 
Políticos Nacionales (Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional, 
Partido de la Revolución Democrática, Partido del Trabajo, Partido Verde Ecologista 
de México, Partido Movimiento Ciudadano, Partido Nueva Alianza, Morena y el 
Partido Encuentro Social) firmaron cinco compromisos en adhesión a la campaña 
“HeForShe” promovida por ONU Mujeres, a saber: 
 
1) Garantizar que las plataformas de los partidos políticos en el Proceso Electoral 
de 2017-2018 promuevan los derechos humanos de las mujeres reconocidos en los 
tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte. 
2) Capacitar a todas las candidatas y candidatos en materia de género, igualdad 
sustantiva entre hombres y mujeres y no discriminación. 
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3) Garantizar la paridad de género en la integración de sus órganos directivos 
partidistas. 
4) Implementar un protocolo de prevención, atención, sanción y reparación del daño 
en el caso de violencia contra las mujeres, al interior del partido político. 
5) En relación con la publicidad, propaganda política y electoral, así como las 
campañas, garantizar y verificar que:  
 
a) Las candidatas mujeres tengan acceso a los recursos en igualdad de 
circunstancias que los candidatos hombres.  
b) Las campañas electorales de las y los candidatos no reproduzcan estereotipos 
de género. 
 
I.5 Asimismo, el 19 de octubre de 2020, la Cámara de Diputados y Diputadas y Las 
Constituyentes CDMX dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género y No 
Discriminación del INE un escrito signado por diversas legisladoras del ámbito 
federal, local, regidoras, organizaciones feministas, activistas de derechos humanos 
y ciudadanas de las entidades federativas del país para solicitar la inclusión de un 
mecanismo que vele por la implementación de la propuesta 3 de 3 contra la 
violencia, consistente en que las y los aspirantes a una candidatura no se 
encuentren en ninguno de los supuestos a continuación referidos: 
 
1. No contar con antecedentes de denuncia, investigación y/o procesamiento y en 
su caso no haber sido condenado o sancionado mediante resolución firme por 
violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito privado 
o público. 
2. No contar con antecedentes de denuncia, investigación y/o procesamiento y en 
su caso no haber sido condenado, o sancionado mediante resolución firme por 
delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal y; 
3. No estar inscrito o tener registro vigente como persona deudora alimentaria 
morosa que atente contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite estar al 
corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda ante las instancias que 
así correspondan. 
 
En el escrito se establece que si bien en esta etapa este mecanismo sería adoptado 
por propia voluntad por quienes aspiran una candidatura y bajo protesta de decir 
verdad para demostrar su compromiso por erradicar la violencia, su implementación 
por parte del Instituto Nacional Electoral brindaría mayores garantías para erradicar 
cualquier tipo y modalidad de violencia contra las mujeres en razón de género y, 
con ello, que los Organismos Públicos Locales Electorales podrían replicar lo propio 
en el ámbito local; logrando con ello un marco normativo progresista a favor de los 
derechos políticos y electorales, en específico, en lo referente a la violencia política 
contra las mujeres en razón de género en cualquier momento que esta ocurra. 
Elevando los estándares de la ética y responsabilidad pública, así como la 
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generación de criterios de exigencia ciudadana hacia las autoridades, fortaleciendo 
con ello la consolidación de una cultura democrática y libre de todo tipo de violencia. 
 
I.6 En atención a lo anterior, el 28 de octubre de 2020, el Consejo General del INE 
aprobó el Acuerdo INE/CG517/2020, por medio del cual se emitieron los 
"Lineamientos para que los Partidos Políticos Nacionales y, en su caso, los partidos 
políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia 
política contra las mujeres en razón de género". Como parte de estos Lineamientos 
se incluyó un criterio denominado "3 de 3 contra la Violencia" el cual tiene por objeto 
brindar mayores garantías para erradicar cualquier tipo y modalidad de violencia 
contra las mujeres en razón de género y, con ello, lograr un marco normativo 
progresista en favor de los derechos políticos y electorales, en específico, en lo 
referente a la violencia política contra las mujeres en razón de género. 
 
El criterio denominado "3 de 3 contra la violencia" implica que solamente las 
personas que hayan sido condenadas o sancionadas por cometer las señaladas 
conductas no podrán suscribirlo. 
 
Además, debe tenerse en cuenta que esta medida 3 de 3 contra la violencia está 
diseñada para tenerse por cumplida a través de la presentación de un escrito 
firmado bajo protesta de decir verdad y de buena fe, por la persona aspirante a una 
candidatura a un cargo de elección popular; esto es, tiene connotaciones de 
expresión de buena fe de la persona ciudadana de cumplir con dicha condicionante 
(no contar con antecedentes ni registros de condena por conductas infractoras de 
violencia familiar y/o doméstica, delitos sexuales y/o morosidad alimentaria). Sin que 
conlleve una investigación oficiosa que deba realizar el partido político y, por ello, 
tampoco tiene implicación de estigmatización, pues el análisis del cumplimiento de 
la condicionante tiene por origen la propia manifestación de la persona ciudadana 
que aspira a ser postulada a una candidatura a cargo de elección popular de cumplir 
con tal situación. 
 
El dieciocho de noviembre de dos mil veinte fue aprobado el Acuerdo por el que se 
establecieron los criterios aplicables para el registro de candidaturas a Diputaciones 
por ambos principios que presenten los Partidos Políticos Nacionales y, en su caso, 
las Coaliciones ante los Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 
2020-2021.  
 
En el Punto de Acuerdo TERCERO del Acuerdo en mención se estableció que las 
solicitudes de registro debían acompañarse entre otros requisitos de una carta 
firmada, de buena fe y bajo protesta de decir verdad donde se establezca  
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I. No haber sido persona condenada, o sancionada mediante Resolución firme por 
violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito privado 
o público;  
II. No haber sido persona condenada, o sancionada mediante Resolución firme por 
delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal y  
III. No haber sido persona condenada o sancionada mediante Resolución firme 
como deudor alimentario moroso que atenten contra las obligaciones alimentarias, 
salvo que acredite estar al corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, 
y que no cuente con registro vigente en algún padrón de deudores alimentarios. 
 
Durante el pasado proceso electoral 2020-2021, se estableció como una medida 
innovadora el diseño e instrumentación del formato “3 de 3 contra la violencia”, a fin 
de limitar e inhibir el acceso de candidaturas con antecedentes de conductas 
violentas por violencia familiar y/o doméstica, agresiones sexuales, y deudores 
alimentarios morosos, medida que se sumó a las acciones encaminadas a prevenir, 
atender y sancionar la violencia política contra las mujeres en razón de su género. 
 
 

II. Objetivo de la propuesta y motivaciones y argumentos que la 
sustentan. 

 
II.1 Acorde con la consigna feminista “lo personal es político”, quienes aspiren a 
alguna candidatura de elección popular deberán firmar un formato denominado “3 
de 3 contra la violencia”, donde deberán declarar de buena fe y bajo protesta de 
decir verdad que no cuentan con condena o sanción, mediante resolución firme por:  
 
a) violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito 
público o privado;  
b) delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal; y  
c) tener deudas alimentarias o incurrir en mora en el cumplimiento de estas 
obligaciones, salvo que la persona acredite estar al corriente del pago de las mismas 
o las cancele en su totalidad y no tenga registro vigente en algún padrón de 
deudores alimentarios.  
 
El objetivo de la presente iniciativa es garantizar que las personas que se 
encuentren en los supuestos antes señalados, no puedan ejercer otros derechos 
humanos, políticos y electorales como el de ser votado. 
 
II.2 En la Ciudad de México, el combate efectivo de las expresiones de delitos de 
carácter sexual ha requerido de normas claras, incluso de cooperación 
internacional, destacando la eliminación de la violencia sexual y sus consecuencias 
desde que el Estado Mexicano ratificó diversos instrumentos internacionales como 
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la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, la Conferencia 
Internacional del Cairo y la Conferencia de Beijing.  
 
Estos esfuerzos han redundado en primera instancia, en el reconocimiento de los 
derechos sexuales y reproductivos como parte de los derechos humanos de las 
personas; por otro lado, se ha exigido que estos derechos no sólo sean tratados 
como derechos del ámbito privado sino también del ámbito público y, en este 
sentido, se cuente con una descripción jurídica sobre violencia sexual, desde una 
perspectiva de derechos humanos y género. 
 
II.3 En el Acuerdo INE/CG572/2020 se señaló de manera textual lo siguiente: 
 

"Mediante Acuerdo INE/CG517/2020, de fecha veintiocho de octubre de dos 
mil veinte, el Consejo General aprobó los Lineamientos, en cuyo artículo 32, 
se estableció que las y los sujetos obligados por dichos Lineamientos 
deberán solicitar a las y los aspirantes a una candidatura firmar un formato, 
de buena fe y bajo protesta de decir verdad, donde se establezca que no se 
encuentran bajo ninguno de los siguientes supuestos: 
  
I. No haber sido persona condenada, o sancionada mediante Resolución 
firme por violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en 
el ámbito privado o público. II. No haber sido persona condenada, o 
sancionada mediante Resolución firme por delitos sexuales, contra la libertad 
sexual o la intimidad corporal. III. No haber sido persona condenada o 
sancionada mediante Resolución firme como deudor alimentario o moroso 
que atenten contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite estar al 
corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, y que no cuente 
con registro vigente en algún padrón de deudores alimentarios.  
 
En razón de lo anterior, se considera necesario que a las solicitudes de 
registro que presenten los partidos políticos o coaliciones se adjunte el 
original dicho formato. Si respecto a una persona postulada para una 
candidatura no se presenta el referido formato, se le requerirá al partido 
político o coalición para que lo exhiba en un plazo de cuarenta y ocho horas, 
apercibido que de no hacerlo se negará el registro de la candidatura 
correspondiente, sin que ello afecte a la fórmula completa” 

  
Asimismo, en dicho acuerdo también se refirió que: "si una persona postulada para 
una candidatura independiente no presenta el referido formato, se le requerirá para 
que lo exhiba en un plazo de cuarenta y ocho horas, apercibido que, de no hacerlo, 
se negará el registro de la candidatura correspondiente, sin que ello afecte a la 
fórmula completa tratándose de la persona suplente, pero si quien omite la 
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presentación de dicho formato es la persona propietaria, se negará el registro a la 
fórmula completa". 
 
II.4 Se estima que la implementación de las medidas incluidas en el apartado 3 de 
3 contra la violencia se ajusta a la obligación contenida en el artículo 1º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de promover, respetar, 
proteger, y garantizar los derechos humanos de las mujeres, que se impone a todas 
las instituciones del Estado mexicano, incluyendo a los partidos políticos. 
 
Asimismo, es acorde con los estándares internacionales en la protección de los 
derechos humanos, específicamente al ajustarse a las recomendaciones realizadas 
por los organismos internacionales especializados en la protección de los derechos 
humanos de las mujeres, como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer (Convención de Belém Do Pará) y la Convención para la 
Eliminación de la Discriminación de la Mujer de la Organización de las Naciones 
Unidas (CEDAW por sus siglas en inglés). 
 
En ese sentido, se considera que las medidas que se denominan 3 de 3 contra la 
violencia incluidos en los citados Lineamientos, se ajustan a la recomendación 
número 35 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, al 
corresponder a medidas en la esfera de la prevención y protección orientadas a la 
erradicación de la violencia de género en el ámbito de la participación política. 
 
Conforme a la recomendación en comento, los Estados Parte deben adoptar 
medidas tendentes a acelerar la eliminación de la violencia por razón de género, lo 
que incluye la violencia política contra la mujer en las que se reconozca a las 
mujeres como titulares de derechos, se promueve su capacidad de actuar y su 
autonomía, así como aquellas medidas necesarias para abordar las causas 
subyacentes de la violencia en razón de género, en particular las actitudes 
patriarcales, estereotipos, la desigualdad en la familia y el incumplimiento o la 
denegación de los derechos civiles, políticos, económicos sociales y culturales de 
la mujer, promoviendo el empoderamiento, la capacidad de acción y las opiniones 
de las mujeres. 
 
Con las medidas 3 de 3 contra la violencia, se persigue inhibir conductas que 
contribuyan a la cultura patriarcal que fomentan la desigualdad estructural entre 
hombres y mujeres, como son la violencia familiar y/o doméstica, la violencia sexual, 
el incumplimiento de las obligaciones alimentarias, porque estas conductas afectan 
en forma desproporcionada a las mujeres. 
 
Si conforme a la Base I del artículo 41 constitucional, los partidos políticos son 
entidades de interés público y, como organizaciones ciudadanas, hacen posible su 
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acceso al ejercicio del poder público. Entonces, resulta claro que los partidos 
políticos son el vehículo para que la ciudadanía acceda a los cargos de elección 
popular, a través de las candidaturas que estos postulen. 
  
La otra vía prevista en la Constitución de acceso de la ciudadanía a un cargo de 
elección popular lo constituyen las candidaturas independientes, por lo que también 
resulta necesario que las personas que aspiren a obtener una candidatura 
independiente presenten de igual forma el formato de buena fe y bajo protesta de 
decir verdad relacionado con las medidas 3 de 3 contra la violencia. 
 
Es evidente que la sociedad mexicana exige que se erradique la violencia en todas 
sus formas y manifestaciones, de manera especial la que afecta a las mujeres por 
razones de género derivado de las causas estructurales que perpetúan la 
desigualdad y discriminación; motivo por el cual, rechaza la violencia. 
 
La manera más eficaz de evitar que personas violentadoras de mujeres y de los 
derechos familiares accedan a los cargos de elección popular, es que los partidos 
políticos exijan a las personas interesadas en acceder a una candidatura que 
declaren que no han incurrido en alguna situación de violencia de género ni familiar 
y que ninguna persona que aspire a una candidatura independiente, haya incurrido 
en estos supuestos. 
 
Así, se considera que esta obligación que corresponde a los partidos políticos y 
aspirantes a una candidatura independiente consistente en solicitar a las personas 
aspirantes a una candidatura que manifiesten no estar en alguna de las hipótesis 
referidas, por sí misma constituye una medida que promueve que quienes aspiren 
a acceder a una postulación de un partido político en una candidatura o por una 
candidatura independiente a un cargo de elección popular no incurran en conductas 
que social y culturalmente son connotativas de la perpetuación de actitudes de 
dominio y actos discriminatorios patriarcales en contra de las mujeres por razón de 
género. 
 
En ese sentido, a través del 3 de 3 contra la violencia se instrumenta una medida 
que posibilitará garantizar a la ciudadanía y a la sociedad en su conjunto, que tanto 
las personas que los partidos políticos postulan en las candidaturas como los 
aspirantes a una candidatura independiente, no detentan antecedentes que, por su 
naturaleza, son indicativos de que la persona aspirante a la titularidad de una 
candidatura a cargo de elección popular es proclive a ejercer conductas 
constitutivas de violencia en contra de las mujeres por razón de género. 
 
II.5 Ejercer un cargo de elección popular reviste de gran importancia, por las 
facultades conferidas, decisiones que se pueden adoptar y el manejo de recursos 
públicos que están a su disposición; razón por la cual, desde los partidos políticos 
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se debe garantizar la idoneidad de las personas que aspiran a ocupar y permanecer 
en dichos cargos públicos, y verificar que no hayan incurrido en actos u omisiones 
que violenten o afecten de manera desproporcionada a las mujeres. 
Esta exigencia, se basa en el reconocimiento de que las personas que acceden a 
un cargo de elección popular, así como las y los servidores públicos deben respetar 
los derechos de las mujeres. 
 
Razón por la cual, se debe conocer si una persona que aspira a una candidatura 
incurrió en una conducta que violenta a las mujeres y fue condenado o sancionado 
por esa circunstancia, pues de ser el caso no cumpliría con la exigencia prevista en 
la denominada 3 de 3 contra la violencia. Al partirse de la base de que las personas 
agresoras no están en condiciones de actuar con la finalidad de prevenir, atender y 
sancionar la violencia contra las mujeres, flagelo que se debe erradicar. 
 
Indiscutiblemente, la violencia no sólo afecta a la población femenina, pero la 
violencia familiar, la violencia sexual y la violencia de género, así como la negativa 
de los progenitores a solventar las pensiones alimentarias, afectan en forma 
desproporcionada a las mujeres. 
 
El mensaje que se transmite con la exigencia 3 de 3 contra la violencia es 
contundente, en el sentido de que las personas que tengan antecedentes como 
agresoras por violencia familiar, violencia sexual, violencia en razón de género en 
cualquiera de sus modalidades, o por incumplimiento de obligaciones alimentarias 
-salvo aquellas que al momento de la firma del formato comprueben estar al 
corriente-, no podrán acceder a un cargo de elección popular, al no tener las 
cualidades que se requieren para representar los intereses de la sociedad mexicana 
al violentar a las mujeres; máxime que la población mexicana se conforma por un 
51% de mujeres, además de que representan similar porcentaje de la lista nominal 
de electores y las mujeres son las que más votan en las elecciones, y lo que se 
busca es lograr una democracia representativa de manera sustantiva, en la que los 
hombres y mujeres tengan igualdad de oportunidades, lo que empieza por respetar 
los derechos de las mujeres y no violentarlas. 
 
II.6 En ese orden de ideas y con la finalidad de consolidar un marco normativo 
progresista para prevenir y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón 
de género en cualquier espacio institucional y ámbito en que esta ocurra, elevando 
los estándares de la ética y responsabilidad pública, así como la generación de 
criterios de exigencia ciudadana hacia las autoridades, fortaleciendo con ello la 
consolidación de una cultura democrática y libre de todo tipo de violencia en todas 
las áreas y la estructura institucional en materia electoral, se debe establecer como 
obligación en la ley electoral local que de las y los aspirantes a cargos de elección 
popular cumplan con el llamado "3 de 3 contra la violencia",  
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El instrumento que implementó el Instituto Nacional Electoral en los pasados 
comicios, que se denominó “3 de 3 contra la violencia”, y que pretendía evitar la 
llegada de candidatos y candidatas con antecedentes de violencia de género, 
requiere de una reforma legal para que pueda concretar con éxito su objetivo. 
 
Resulta prioritario impulsar una reforma legal que amplíe la causal de inelegibilidad 
al haber sido sancionado por esta forma de violencia por cualquier vía (no sólo la 
penal) a los demás cargos de elección popular. Además, que expresamente se 
reconozca la atribución de las autoridades administrativas electorales para analizar 
el requisito de elegibilidad del modo honesto de vivir. 
 
La violencia de género es un problema público que afecta los derechos humanos 
de las mujeres y atenta contra la democracia. Este tipo de conductas deben ser 
estudiadas a fin de propiciar acciones para erradicarlas, de lo contrario se está en 
incumplimiento en lo establecido en la Carta Magna y en los compromisos asumidos 
en los tratados internacionales signados, así como de las leyes nacionales en la 
materia.  
 
En ese sentido se considera de gran importancia tener una visión integral de la 
violencia de género, sobre actos y conductas cometidas contra las mujeres, con el 
propósito de plantear acciones que no sólo atiendan, sancionen, erradiquen y 
reparen el daño, sino también que contribuyan a eliminar las causas de dichas 
violencias. Ello podrá ser posible con una visión de igualdad transformativa que 
cuestione de raíz la problemática. Una consideración integral del fenómeno es 
necesaria porque está vinculada también a la esfera política y pública, 
específicamente a las obligaciones que tienen los partidos políticos y las 
autoridades electorales en la materia, por ello es de suma relevancia iniciativas 
como la medida “3 de 3 contra la violencia”. 
 
Al respecto un área de oportunidad se presenta en la conformación de padrones 
unificados con procedimientos sencillos y expeditos de consulta pública. Muchas 
entidades federativas se encuentran en un momento de discusión, aprobación e 
implantación de estos registros. Una buena práctica es que las entidades que ya 
cuentan con estos registros compartan cómo fue posible su aprobación para que el 
resto de las entidades que aún no los contempla trabaje en su impulso. 
 
El caso de Ciudad de México puede ser un modelo interesante para analizar, no 
sólo por el adelanto que se tiene en la configuración de los propios registros, sino 
también en materia de las herramientas puestas al público para facilitar su acceso 
gratuito y confiable a través de internet. 
 
Los partidos políticos tienen la responsabilidad como entidades de interés público, 
de conducirse de conformidad con los principios democráticos, rechazando 
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cualquier forma de violencia, tanto en sus prácticas internas como en las 
concernientes a la contienda en el acceso al poder público. 
 
La medida “3 de 3 contra la violencia”, queda como un importante antecedente para 
hacer ajustes normativos, en los que se pueda dar cuenta de la situación legal de 
aquellas personas que buscan un espacio de representación y que la ciudadanía 
tenga conocimiento de que dichas candidaturas no han eludido su responsabilidad 
ante la ley, respecto a la violencia contra las mujeres. 
 
Estamos ante el umbral de la elección de 2024, por lo que estamos a tiempo de 
plantearnos propuestas, convenios y acciones puntuales entre las autoridades, 
actoras y actores políticos; así como sociedad civil organizada para avanzar 
debidamente la erradicación toda forma de violencia contra las mujeres. 
 
 

III. Fundamento legal y sobre su constitucionalidad y convencionalidad. 
 
III.1 De conformidad con el artículo 1º de la CPEUM, todas las personas gozarán de 
los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece. En ese sentido, 
dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
 
Asimismo, el párrafo tercero, del artículo 1º, prevé que, todas las autoridades, en el 
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 
De igual forma, el párrafo quinto del artículo 1º, dispone que queda prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas. 
 
III.2 El artículo 41, párrafo segundo, Base I de la Constitución, en relación con el 
artículo 3, párrafo 1, de la Ley General de Partidos Políticos, establece que los 
partidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin promover la 
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participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los 
órganos de representación política y, como organizaciones de la ciudadanía, hacer 
posible el acceso de ésta al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 
programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, 
secreto y directo. 
 
III.3 Por su parte, el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, de la que México es parte, establece que los Estados parte se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
III.4 El artículo 5 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém Do Pará) prevé que 
toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos 
consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Los Estados parte reconocen que la violencia contra la mujer impide y 
anula el ejercicio de esos derechos. 
 
El artículo 7 de la citada Convención señala que los Estados parte condenan todas 
las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios 
apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar 
dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 
 
a) Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por 
que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se 
comporten de conformidad con esta obligación; 
b) Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer; 
c) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así 
como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas 
apropiadas que sean del caso; 
d) Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma 
que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 
e) Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para 
modificar o abolir leyes y Reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas 
o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia 
contra la mujer; 
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f) Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 
sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 
g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar 
que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación 
del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 
h)   Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para 
hacer efectiva la Convención. 
 
III.5 Por su parte, en el marco normativo mexicano, en el artículo 20 Bis de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se define la 
violencia política contra las mujeres en razón de género como toda acción u omisión, 
incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera 
pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el 
ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el 
acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, 
el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de 
organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de 
precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 
 
Asimismo, se señala que se entenderá que las acciones u omisiones se basan en 
elementos de género, cuando se dirijan a una persona por su condición de mujer, 
le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella; que 
puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la 
referida ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 
superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, 
militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos 
postulados por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 
comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas 
particulares. 
 
III.6 La Constitución Política de la Ciudad de México, establece en su artículo 11 
que la Constitución local reconoce la contribución fundamental de las mujeres en el 
desarrollo de la ciudad, promueve la igualdad sustantiva y la paridad de género. Las 
autoridades adoptarán todas las medidas necesarias, temporales y permanentes, 
para erradicar la discriminación, la desigualdad de género y toda forma de violencia 
contra las mujeres. 
 
 

IV. Ordenamiento a modificar 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de este H. 
Congreso de la Ciudad de México la siguiente iniciativa por la que se adicionan 
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tres fracciones al artículo 18 del Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales de la Ciudad de México. 
 

Texto vigente 
 

Propuesta de reforma 

Artículo 18. Son requisitos para ocupar 
un cargo de elección popular, además 
de los señalados por la Constitución 
Federal, la Ley General y la 
Constitución Local, los siguientes:  
 
I. Estar inscrita o inscrito en el Registro 
Federal de Electores y contar con 
Credencial para Votar, cuyo domicilio 
corresponda a la Ciudad de México;  
 
II. No estar inhabilitada o inhabilitado 
para el desempeño del servicio público.  
 
 
III. No haber sido sentenciada o 
sentenciado por el delito de violencia 
política contra las mujeres en razón de 
género. 
 
Sin correlativo. 
 
 
 
 
 
Sin correlativo. 
 
 
 
 
Sin correlativo. 
 

Artículo 18. Son requisitos para ocupar 
un cargo de elección popular, además 
de los señalados por la Constitución 
Federal, la Ley General y la 
Constitución Local, los siguientes:  
 
I. Estar inscrita o inscrito en el Registro 
Federal de Electores y contar con 
Credencial para Votar, cuyo domicilio 
corresponda a la Ciudad de México;  
 
II. No estar inhabilitada o inhabilitado 
para el desempeño del servicio 
público.  
 
III. No haber sido sentenciada o 
sentenciado por los delitos de 
violencia política contra las mujeres en 
razón de género. 
 
IV. No haber sido sentenciada o 
sentenciado por violencia familiar 
y/o doméstica, o por cualquier 
agresión de género, en el ámbito 
privado o público;  
 
V. No haber sido sentenciada o 
sentenciado por delitos sexuales, 
contra la libertad sexual o la 
intimidad corporal; y  
 
VI. No haber sido sentenciada o 
sentenciado como persona deudora 
alimentaria morosa, en 
contravención de las obligaciones 
alimentarias, salvo que acredite 
estar al corriente del pago o que 
cancele en su totalidad la deuda, y 
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que no cuente con registro vigente 
en algún padrón de deudores 
alimentarios. 

 
 

V. Denominación del proyecto de ley o decreto y texto de la propuesta 
 
Por las consideraciones expuestas, se somete al pleno de este honorable Congreso 
de la Ciudad de México, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que 
se adicionan tres fracciones al artículo 18 del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, para quedar como sigue: 
 
Decreto. 
 
Artículo 18. … 
 
I. a III. … 
 
IV. No haber sido sentenciada o sentenciado por violencia familiar y/o 
doméstica, o por cualquier agresión de género, en el ámbito privado o público;  
 
V. No haber sido sentenciada o sentenciado por delitos sexuales, contra la 
libertad sexual o la intimidad corporal; y  
 
VI. No haber sido sentenciada o sentenciado como persona deudora 
alimentaria morosa, en contravención de las obligaciones alimentarias, salvo 
que acredite estar al corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, 
y que no cuente con registro vigente en algún padrón de deudores 
alimentarios.  
 

TRANSITORIOS 
 
Primero. Remítase a la Jefatura de Gobierno para su promulgación y publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 
 

A t e n t a m e n t e 
 

 
Dip. Yuriri Ayala Zúñiga. 


